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Resumen 

El objetivo de esta investigación es conocer la implementación de la política 
institucional inclusiva para personas con discapacidad en la universidad en estudio. Para tal 
efecto se analizó dicha política, los procesos de implementación y el rol de la comunidad 
educativa en el proceso. Asimismo, se busa aportar al mejoramiento de dicho proceso y 
promover la cultura inclusiva universitaria. Esto permitirá a los estudiantes con diversidad 
funcional de la región y el país alcanzar la formación profesional con equidad para poder 
aportar a la sociedad desde la diversidad. 

Palabras clave: discapacidad, diversidad funcional, política educativa, educación 
superior 

Abstract 

The objective of this research is to know the implementation of the inclusive 
institutional policy for people with disabilities in the university under study. For this 
purpose, said policy, the implementation processes and the role of the educational 
community in the process were analyzed. Likewise, it seeks to contribute to the 
improvement of this process and promote an inclusive university culture. This will allow 
students with functional diversity in the region and the country to achieve professional 
training with equity for to be able to contribute to society from diversity.   
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Introducción 

En la historia antigua de la humanidad, el trato al “diferente” ha estado marcado por una nítida 
situación de exclusión social y educativa (Neves y Araujo, 2017). Sin embargo, ya en la historia 
contemporánea, las sociedades en general han manifestado su preocupación por el colectivo de personas 
con discapacidad. La Organización Mundial de la Salud (OMS, 2011) describió la discapacidad como un 
concepto que abarca todas las deficiencias desde una visión enfocada en las limitaciones para la 
realización de actividades que implica una participación social empobrecida. Esta visión de la discapacidad 
está enfocada en lo negativo de la interacción entre la persona que tiene una condición de salud y el 
contexto ambiental y personal en el que se desenvuelve. 

Existen diferentes clasificaciones de la discapacidad relacionadas con el origen de esta y el grado de 
intensidad en el que afecta a las personas. Se pueden identificar tres grandes grupos: física o motora (falta 
de miembros o problemas en la función motora), sensorial (visual o auditiva en diferentes grados) e 
intelectual (problemas para la comprensión y el aprendizaje) ([Ley Nº 27050] Congreso de la República, 
2012, p. 1). En este caso el presente manuscrito se centrará en la implementación de la política inclusiva 
para estudiantes con discapacidad sensorial y motora en la universidad en estudio. 

Al revisar la bibliografía académica se han encontrado repetidos intentos por reducir la discriminación 
que genera la nominación de personas con discapacidad y en el intento de hacer una mejora se ha 
propuesto llamarlas personas con habilidades diferentes, personas con necesidades diferentes, personas 
con necesidades diversas y personas con diversidad funcional. Todas estas alternativas tienen la intención 
de eliminar el matiz negativo y rescatar de manera positiva la diferencia, sin señalar la carencia o 
deficiencia de la persona. Esta investigación asumirá el término de personas con diversidad funcional 
(PDF) en un intento por reducir la estigmatización que implica el señalamiento de la dificultad y por 
aportar un sentido positivo cada vez que el colectivo sea mencionado en el texto. También se considera 
la diferencia entre las personas como un valor individual y social que debe ser respetado, lo que apela a 
la solidaridad en la búsqueda de una sociedad basada en la confianza. 

Este estudio aborda la inclusión de personas con diversidad funcional en el marco de la política 
educativa de una institución de educación universitaria de Lima Metropolitana con 13 Facultades y un 
promedio de aproximadamente 30,000 estudiantes matriculados. Se entiende por política educativa a 
“un conjunto de líneas de acción diseñadas, decididas y efectivamente seguidas por la autoridad 
educativa en el ámbito de su competencia” (Mancebo, 2001, p. 3), con el fin de integrar contenido y 
proceso. Este proyecto se basa en un análisis de los procesos de implementación de dicha normativa, con 
el propósito de conocer si una organización puede conjugar recursos humanos y materiales en forma 
coherente y organizada, y lograr, además, que sus operadores sean capaces de alcanzar los objetivos 
explicitados por la organización (Williams, 1975). 

Enfoque de inclusión social 

La inclusión social es la forma en que se concreta la participación de las personas en la vida 
democrática. En otras palabras, se trata de la implementación de políticas públicas que vinculan a los 
miembros de la sociedad en una convivencia beneficiosa para todos. Una sociedad inclusiva intenta 
satisfacer las necesidades sociales, económicas, de salud, políticas y culturales de todos sin 
discriminación. Se relaciona con el derecho humano a la igualdad en el acceso a la vida comunitaria, sin 
excepción por raza, credo, color, opción sexual, afinidad política, etc. En una sociedad democrática e 
inclusiva se debe asegurar el acceso a las oportunidades y recursos para una vida plena para todos. Bajo 
el enfoque de inclusión se estudian las políticas referidas a preservar los derechos de diversos grupos 
históricamente excluidos entre los que se encuentran las PDF (Akel, 2013). 
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Más allá de la consideración de la inclusión de las personas con discapacidad como un derecho, están 
las actitudes respecto a estas en sus procesos de socialización. Una de las dificultades para la aceptación 
de la diferencia se debe al temor a lo desconocido, que genera inseguridad y desconfianza, y da lugar a 
prácticas de exclusión social justificadas por conceptualizaciones teóricas elaboradas a partir de esos 
temores. Desde el modelo biopsicosocial se comprende la discapacidad como una condición en 
interacción con el contexto, que puede ser limitante y restrictivo (Aparicio, 2009).  

Así mismo, existen posturas que consideran la convivencia con la diferencia como una experiencia de 
enriquecimiento social, si se piensa la diferencia como un valor. Lejos de ser considerada una amenaza, la 
convivencia con la diferencia es posible siempre y cuando se le perciba como una ventaja para el 
desarrollo de valores que deben impregnar las relaciones humanas, como la solidaridad, el apoyo al otro, 
la aceptación, etc., en camino a una sociedad más inclusiva (Brazão, 2005). 

Persona con diversidad funcional 

La transición respecto a los anteriores esquemas radica en desentenderse de la nominación que 
señala la no participación en las personas con discapacidad y reivindicar la presencia del sujeto y la riqueza 
para todos en la diversidad. El discurso de la diversidad funcional deberá agregar en su elaboración del 
concepto de discapacidad, la exigencia de una categorización desmedicalizada. Esto hará posible la 
integración de la diversidad interna del colectivo a partir de una redefinición de las capacidades y 
discapacidades humanas según criterios sociológicos, políticos y culturales. De este modo habrá una 
apropiación del sentido de la salud más allá del estricto discurso de la ciencia médica (Rodríguez y 
Ferreira, 2010). 

En términos generales, las PDF crecen arrastrando limitaciones en sus procesos educativos desde la 
etapa escolar, lo que genera en el colectivo un marcado abandono luego de la secundaria, al momento 
de acceder a la educación superior (Belzunegui y Puig, 2016). La conquista de los derechos de las personas 
con diversidad funcional se describe como un largo camino de exclusiones, pues históricamente se les ha 
mantenido aisladas de los espacios donde se imparte conocimiento. De ahí que la educación inclusiva se 
considere una cuestión de derechos humanos, pues ninguna persona debe ser segregada por sus 
discapacidades (Rodríguez y Ferreira, 2010). 

Educación inclusiva 

El sistema educativo es el motor principal de la movilidad intergeneracional, que permite el acceso al 
desarrollo humano y laboral, el cual si se mantiene en el tiempo puede generar desplazamientos para 
poder salir de la pobreza y la exclusión. No obstante, este mismo sistema de movilidad social puede ser 
un instrumento de exclusión social y mantener la desigualdad, si en su actuar se reproducen los privilegios 
dentro de los grupos históricamente favorecidos.  

El marco normativo propuesto por la UNESCO (2008) establece que “la educación superior es un bien 
público estratégico”, esencial en las sociedades democráticas como impulso para el logro de la equidad, 
la justicia y la solidaridad, en la búsqueda de la cohesión social. La UNESCO también señala que aun más 
importante que la incorporación en las convenciones, es el hecho de haber adoptado el acceso, la no 
discriminación, la permanencia, el avance y progreso educativo a lo largo de la vida como elementos 
fundamentales y de reconocimiento universal, es decir, la educación inclusiva (2008). 
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Concepto de educación inclusiva 

La educación inclusiva fue definida por Ainscow (2019) como un proceso que responde a la diversidad, 
reduce la exclusión e incrementa la participación en los procesos e instituciones educativas. Así, se 
propone una educación de calidad sin diferencias ni discriminación, en la que se trata de lograr una 
experiencia de aprendizaje exitosa que requiere de cambios estratégicos significativos en las 
instituciones. Para CINDA (2019) esta educación debería ser garante del acceso, permanencia y egreso de 
los estudiantes que forman parte de los grupos históricamente segregados por su condición de 
vulnerabilidad social, pobreza, identidad de género, orientación sexual, condición de inmigrantes o 
situación de discapacidad. 

Por su parte, Constantino (2017) expresó que la “educación inclusiva influye en la formación de las 
personas sin discapacidad al ayudar a inculcar valores como la solidaridad y la inclusión” (p. 112), que 
aportan a la construcción de una sociedad más inclusiva, formada por individuos con y sin discapacidad. 
La concepción de educación inclusiva que asume esta investigación, es una que comprende tanto el 
reconocimiento de la diversidad sin diferencias ni discriminación, así como la garantía de la integración de 
los estudiantes con diversidad funcional (EDF) a la educación, en condiciones de igualdad. Esto implica, 
además, el beneficio de la convivencia con los estudiantes sin diversidad funcional para la generación de 
valores en la ruta de construcción hacia una sociedad más integradora.  

Políticas educativas inclusivas 

Los tratados internacionales describen la educación de la siguiente forma:  

Un derecho que les corresponde a todas las personas, independientemente de sus diferencias 
culturales, sociales, económicas, étnicas, religiosas, de género, idioma, condición de discapacidad o 
estilos de aprendizaje. Toda institución educativa debe brindar el servicio educativo para todas las 
personas, sin ningún tipo de discriminación (Defensoría del Pueblo, 2019, p. 20). 

Una de las premisas de la atención a la diversidad en la educación es el deber de garantizar el derecho 
a la disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y adaptabilidad de los procesos educativos en todas las 
etapas de la vida (Ruiz, 2014), así como la convicción de que todas las personas pueden estudiar y 
aprender juntas. Alineados con los enunciados de la Cumbre del Milenio (Nueva York, 2000), los Estados 
miembros de las Naciones Unidas se comprometieron a “lograr la plena protección y promoción de los 
derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales de todas las personas” (Defensoría del 
Pueblo, 2019, p. 30). En función de esos principios se han diseñado e implementado políticas educativas 
inclusivas basadas en la responsabilidad de todos los Estados de “respetar y defender los principios de la 
dignidad humana, la igualdad y la equidad” (Asamblea General de las Naciones Unidas, 2000, p. 1) a nivel 
mundial.  

La educación inclusiva está vinculada con la educación en democracia, que no excluye ni discrimina y 
es un derecho para todos. Desde este enfoque se diseñan las políticas que parten del hecho de que “la 
educación inclusiva es un modelo que implica que en toda aula el profesor respete la diferencia, las 
necesidades y los retos de cada uno de sus estudiantes, y que los prepare para la vida” (Mayo, 2015, p. 9). 

Políticas educativas inclusivas en educación superior 

Con la creciente movilidad social y la revolución tecnológica, el modelo de universidad elitista y 
selectiva ha quedado atrás. Se han abierto las puertas a estudiantes provenientes de diversas realidades, 
que se movilizan gracias al acceso a la información y a las ventajas de la vida globalizada, y que han 
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cambiado el perfil del estudiante universitario de décadas pasadas para ser hoy más heterogéneos. En las 
últimas décadas las instituciones de educación superior se han visto en la necesidad de asumir dicha 
heterogeneidad mediante políticas inclusivas que requieren la elaboración de estudios diagnósticos de la 
realidad y sus contextos, presupuestos suficientes, docentes capacitados para la inclusión, 
infraestructuras adecuadas y una planificación estratégica que pueda responder a las necesidades del día 
a día.  

Una de las demandas sociales de mayor presión para los Estados es la relacionada con los derechos 
en la educación, porque “son una herramienta para el desarrollo de los pueblos” (Avendaño, 2017, p. 3). 
Recientemente se han incrementado las manifestaciones públicas en toda la región latinoamericana que 
exigen a los gobiernos la creación e “implementación de políticas educativas para la educación superior 
que hagan” (p. 3) efectivo ese derecho. Las políticas públicas son un mecanismo de participación 
ciudadana; desde la sociedad civil, representada por el Estado, se generan las propuestas para el conjunto 
de la sociedad en general. En palabras de Avendaño (2017): 

La base de la construcción y diseño de las políticas públicas deberían ser las necesidades, intereses y 
requerimientos de la sociedad civil y de los grupos o sectores que la componen, especialmente lo que se 
encuentran en desventaja, inequidad o pobreza. (p. 5) 

CINDA (2019), en lo que se refiere al diseño de políticas inclusivas en la educación superior, 
recomienda establecer objetivos generales en periodos temporales posibles de controlar, a partir de los 
cuales se puedan generar objetivos específicos, indicadores de resultados y balances de impacto. 
También indica que estos deberían guardar correspondencia con la misión institucional y con la normativa 
nacional e internacional vigente. Las políticas, según el mismo documento, deben contar con presupuesto 
suficiente para su continuidad en el tiempo, disponer de recursos técnicos (personal, equipos e 
infraestructura) y económicos para su implementación y mantenimiento, ser flexibles y adaptables a los 
cambios posibles en el tiempo, y deben poderse evaluar en su impacto (CINDA, 2019). Así mismo, el Centro 
Interuniversitario de Desarrollo, plantea que se debe considerar la importancia de la realización de un 
diagnóstico previo al diseño de una política de inclusión, el reconocimiento de las fortalezas y debilidades 
de la institución respecto al tema, su particularidad, la misión y visión sobre la que se desarrollan sus 
acciones y el modelo educativo, con la idea de formar una cultura inclusiva que perdure. 

De acuerdo con Gómez y García (2017) la educación superior inclusiva es un fenómeno social que hace 
posible la interacción entre sujetos que se caracterizan por ser diferentes. Los autores plantearon que los 
sistemas educativos deben desarrollar propuestas que atiendan a esa diversidad en espacios formativos, 
en aras de lograr la participación plena de las personas en todas las dimensiones de la vida humana, a 
partir de una educación de calidad, sin discriminación, con la que se resuelvan las dificultades de acceso 
y se aliente la cohesión social. 

En esa línea, el CINDA (2019) ha indicado que las instituciones de educación superior son de los pocos 
espacios que generan el encuentro en la diferencia entre personas de orígenes, culturas y trayectorias 
diversas, que unidas por el interés de su desarrollo académico pueden construir redes y superar las 
barreras sociales que en la actualidad moldean a la sociedad. La implementación de las políticas inclusivas 
es un proceso de adecuación progresiva que debe considerar las realidades particulares de cada 
institución y conocer sus fortalezas y debilidades en cuanto a la inclusión. 

El compromiso de garantizar la igualdad de oportunidades para la educación de personas 
tradicionalmente excluidas, como las PDF o los grupos segregados por género, multiculturalidad o 
diversidad sexual, demanda a las “instituciones de educación superior proporcionar contextos de 
equidad” (CINDA, 2019), en los que los estudiantes puedan participar de la vida académica y universitaria 
según sus intereses y en igualdad de condiciones para todos en un espacio de sana convivencia. La 
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garantía de igualdad de oportunidades puede cuestionarse con base en las ideas filosóficas de Derrida 
(2008) y su idea de hospitalidad incondicional.  

Respecto a las políticas educativas inclusivas se debe considerar la no condicionalidad en el proceso 
de inclusión del diferente y la no configuración de un mundo a la medida de la norma social a la que los 
discapacitados deban adecuarse. La importancia de esta reflexión reside en el peligro de caer en procesos 
de hospitalidad que lejos de ofrecer espacios para desarrollar la voz diversa, se conviertan en 
oportunidades para establecer más barreras. Según el autor de esta forma se crea la posibilidad de 
hospedar la diversidad en las instituciones educativas sin proponer un cambio, por lo cual los conceptos 
siguen moldeándose en la normalidad.  

Política institucional universitaria para personas con diversidad funcional 

Las políticas institucionales se relacionan con la cultura organizacional y son el resultado de la toma 
de decisiones sobre qué se debe explicitar, cuáles de estas políticas son de carácter público y cuáles son 
restrictivas, etc. (Sime, 2008). Las políticas institucionales, al igual que las políticas públicas, son un 
conjunto de objetivos, decisiones y acciones que se orientan a la resolución de problemas que se han 
identificado y que se consideran de urgente solución. En el ámbito educativo, con frecuencia, se refieren 
a la creación de servicios y el impacto que se pretende lograr por lo general está incluido en los objetivos 
planteados. Las metas son los resultados que se intentan alcanzar a partir de las acciones propuestas 
(Delgado, 2009).  

Según Mancebo (2001) “se entiende por política educativa a un conjunto de líneas de acción 
diseñadas, decididas y efectivamente seguidas por la autoridad educativa en el ámbito de su 
competencia, integrando contenido y proceso”. El contenido, de acuerdo con el autor, está conformado 
por una serie de líneas de acción o inacción (que también pueden constituir una política) orientadas 
normativamente por principios y valores. Estas se pueden materializar en formato de leyes, reglamentos 
o resoluciones institucionales. Las políticas institucionales educativas se diferencian por los principios que 
orientan sus contenidos y por los niveles educativos a los que están destinadas.  

Implementación de políticas inclusivas 

La fase de implementación de una política inicia después de que el problema central que se pretende 
resolver ha sido identificado y analizado; y luego de haber tomado la decisión de resolverlo o de participar 
en su solución. Generalmente, la decisión es refrendada por una norma, pero entre la aprobación de esta 
y la ejecución real hay un conjunto de procesos institucionales que deberán efectivizarse de manera 
coordinada y sistemática. Se trata de la etapa en la que deben generarse todas las condiciones necesarias 
para que esa decisión se convierta en acciones o servicios concretos. Por eso, se dice que existe una 
importante diferencia entre la fase de implementación y la fase de ejecución de la política. La primera 
crea todas las condiciones técnicas, materiales y financieras para hacer posible la segunda.  

Esta investigación tiene como objeto de análisis el proceso de implementación de la política 
institucional de inclusión para las PDF, es decir, el proceso de generación de las condiciones para que los 
objetivos de la política institucional se puedan cumplir. Para diversos autores (Muñoz, 2014; Rodríguez y 
Ferreira, 2018; Navarro, 2016) el estudio de la implementación de las políticas es decisivo para entender 
el funcionamiento y resultados de una política, pero también es un proceso sobre el cual se sabe poco. 
Aguilar (2000) aseguró que este desconocimiento obedece a la suposición ingenua de que luego de que 
una entidad tome la decisión esta necesariamente será realizada con éxito y se mantendrá el mismo 
espíritu e interés de los tomadores de decisión. 
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Adicionalmente, los investigadores empíricos identifican fallas en los procesos de implementación de 
las políticas educativas inclusivas, en parte porque ocupan el último lugar en la preocupación institucional. 
Por el contrario, destacan el trabajo de las ONG, que suplen la labor del Estado (Fajardo, 2017). En todo 
caso, el problema viene de atrás, del ámbito de la educación básica: se generan dificultades de inclusión 
educativa en la primaria, se produce el abandono escolar en la secundaria, lo que deviene en el poco 
acceso a la educación superior por la carencia de un sistema educativo capaz de generar una experiencia 
global y continua de no discriminación y de inclusión en toda la experiencia educativa de las PDF (UNESCO, 
2008). 

El CINDA (2019) considera necesario “diseñar políticas institucionales sostenibles, y consistentes con 
una conceptualización de la inclusión” (p. 116), y, además, plantea como urgente revisar el proceso que 
permitirá concretar estas decisiones institucionales. En el presente estudio, ante la escaza literatura que 
se ocupa del tema en el ámbito universitario, se recurrió a la referencia conceptual de la implementación 
en cuanto fase de la política pública, que incluye principalmente la planificación institucional universitaria, 
la organización, la financiación, la adecuación estructural y la capacitación docente. 

Participación de la comunidad educativa 

La inclusión como tarea de la comunidad educativa implica la participación de todos sus miembros, 
pues la inclusión es mucho más que la mera incorporación de las personas en los ámbitos ya existentes. 
Se trata de crear contextos nuevos que representen mejoras y beneficios generales; una tarea en la cual 
es necesaria la participación de todos en la construcción de una cultura de inclusión. Se han investigado 
diversas estrategias para la identificación de buenas prácticas inclusivas en el personal directivo de una 
comunidad educativa, así como para el diseño de intervenciones transversales para la sensibilización y 
capacitación docente, estudiantil y administrativa para el trato adecuado de las PDF (Tapia, 2016; Gairín 
et al., 2015). 

Una manera de lograr la participación de la comunidad educativa en la construcción de una cultura 
inclusiva en la educación superior es generando espacios de capacitación para el manejo de situaciones 
propias de la vida estudiantil universitaria. Aguilar (2000) han detectado dificultades a nivel de la 
planificación del proyecto docente desde los principios del diseño universal (una metodología para todos) 
y una falta de estructuras de apoyo al estudiante discapacitado en la prestación de servicios académicos 
y administrativos adaptados.  

Conclusiones 

En el presente artículo se presentan los enfoques y conceptos que dan marco conceptual a la 
investigación sobre políticas de educación inclusiva de PDF en las universidades, así como las posibles 
relaciones que existen entre ellos. En particular, se aborda, por un lado, el enfoque de inclusión social 
para comprender la perspectiva de la diversidad funcional en relación con el concepto de persona con 
discapacidad, la educación inclusiva y la política inclusiva institucional. 
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